
 

RECURSO DE REVISIÓN 
 

********** 
VS 

AGENTE DE POLICÍA MUNICIPAL DE TIJUANA, 
BAJA CALIFORNIA Y OTRA AUTORIDAD 
 

EXPEDIENTE 217/2018 T.S. 
MAGISTRADO PONENTE: 
GUILLERMO MORENO SADA 

 
 

Mexicali, Baja California, a tres de junio de dos mil veintiuno. 

 

V I S T O S los autos para resolver en definitiva en el Pleno del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, el recurso de revisión 

promovido por la autoridad demandada contra la sentencia dictada el dos de abril 

de dos mil diecinueve por la Tercera Sala de este Tribunal, en el juicio contencioso 

administrativo citado al rubro y…  

 

R E S U L T A N D O: 

 

I.- Que por escrito presentado el nueve de mayo de dos mil diecinueve la 

autoridad demandada, por conducto de su delegado, interpuso recurso de revisión 

contra la sentencia antes mencionada. 

 

II.- Que mediante acuerdo de la Presidencia de este Pleno de cuatro de junio 

de dos mil diecinueve se admitió el recurso de revisión aludido en el párrafo 

precedente, ordenándose dar vista a las partes por el término de cinco días para 

que manifestaran lo que a su derecho conviniese, sin que ninguna de las partes 

hubiera realizado manifestación alguna. 

 

III.- Que la sentencia impugnada, en sus puntos resolutivos establece: 

 

"PRIMERO.- Con fundamento en el artículo 83 fracción II, de la Ley del Tribunal 
Estatal de Justicia Administrativa, se declara la nulidad de la boleta de infracción de 
tránsito **********, levantada el veintiocho de junio del dos mil dieciocho, por el 
Policía de la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Tijuana, Baja California 
con número de empleado **********. 

 
SEGUNDO.- A efecto de salvaguardar el derecho afectado del demandante y con 

fundamento en lo dispuesto por el artículo 84, de la Ley del Tribunal Estatal de 
Justicia Administrativa de Baja California, se condena al Director de Seguridad 
Pública del Municipio de Tijuana, Baja California (como superior jerárquico del 
Agente emisor del acto impugnado), a que gestione y ordene la cancelación de la 
boleta de infracción referida en el primer resolutivo, de los registros y sistemas de 
cómputo correspondientes a efecto de evitar que, eventualmente, se obstaculice a 
la parte actora trámites de su interés." 
 

IV.- Que agotado el procedimiento establecido en la Ley de la materia, en 

acuerdo de diecisiete de agosto de dos mil veinte se citó a las partes para oír 

resolución respecto el recurso de revisión antes mencionado y se ordenó turnar el 

“ELIMINADO: 

Nombre en un 

renglón, 

infracción de 

tránsito en un 

renglón, numero 

de empleado en 

un renglón. 

Fundamento 

legal: artículos 

116, de la Ley 

General de 

Transparencia y 

Acceso a la 

Información 

Pública, 4, 

fracción XII, 80 de 

la Ley de 

Transparencia y 

Acceso a la 

Información 

Pública para el 

Estado de Baja 

California, 171, 

párrafo primero y 

172 del 

Reglamento de 

la Ley de 

Transparencia y 

Acceso a la 

Información 

Pública para el 

Estado de Baja 

California. La 

clasificación de 

la información 

como 

confidencial se 

realiza en virtud 

de que el 

presente 

documento 

contiene datos 

personales y/o 

datos personales 

sensibles, los 

cuales 

conciernen a una 

persona física 

identificada e 

identificable, por 

lo que no puede 

difundirse, 

publicarse o 

darse a conocer, 

sin el 

consentimiento 

de su titular, de 

conformidad con 

los principios de 

licitud, finalidad, 

lealtad, 

consentimiento, 

calidad, 

proporcionalidad

, información y 

responsabilidad 

en el tratamiento 

de los datos 

personales.”  
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expediente al Magistrado Ponente, por lo que se está en condiciones de dictar la 

sentencia correspondiente de acuerdo a los siguientes… 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO.-Competencia.-El Pleno del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California es competente para conocer el recurso de 

referencia, en términos de lo dispuesto en los artículos 17, fracción II, y 94, fracción 

IV, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Baja 

California (Ley del Tribunal), aplicable en la especie de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo transitorio tercero de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California. 
 

SEGUNDO.- Procedencia.- El recurso de revisión promovido por la parte 

recurrente es procedente, pues se promovió contra la sentencia que en definitiva 

resolvió el juicio en que se actúa, misma que le resultó desfavorable, por lo que se 

actualiza el supuesto establecido en el artículo 94, fracción IV, de la Ley del Tribunal. 
 

TERCERO.-Oportunidad del recurso de revisión. Conforme al artículo 

94 de la Ley del Tribunal, el recurso de revisión debe presentarse ante el Magistrado 

de la Sala dentro del plazo de diez días siguientes a aquel en que surta efectos la 

notificación del acuerdo o de la resolución que se pretenda recurrir; de ahí que, si 

la autoridad demandada, aquí recurrente, fue notificada de la sentencia que recurre 

el veinticinco de abril de dos mil diecinueve, surtió efectos al día siguiente en 

términos del artículo 38 de la Ley del Tribunal, que correspondió al día veintiséis de 

abril siguiente de 2019. 
 

En ese orden de ideas, fue el veintinueve de abril de dos mil diecinueve que 

inició el plazo para combatir la sentencia recurrida,  al ser inhábiles los días 

veintisiete y veintiocho de abril, por corresponder a sábado y domingo, por lo que, 

al ser éste el día hábil siguiente a aquél en que surtió efectos la referida notificación, 

descontando además los días primero de mayo, por ser inhábil de acuerdo al 

calendario oficial, cuatro, cinco, once y doce, de mayo siguientes, al ser inhábiles 

por ser sábados y domingos, dicho plazo feneció el trece de mayo siguiente, 

presentándose  el recurso de revisión que nos ocupa ante la Tercera Sala de este 

tribunal, el día nueve de mayo de dos mil diecinueve, de ahí que su interposición 

haya sido oportuna.  
 

CUARTO.- Antecedentes del caso. Para una mejor comprensión del 

asunto conviene precisar lo siguiente: 
 

La demanda se admitió en relación a la boleta de infracción 957422 de 

veintiocho de junio de dos mil dieciocho emitida por el Oficial adscrito a la Dirección 

General de Policía y Tránsito de la Secretaría de Seguridad Pública del Ayuntamiento 

de Tijuana, Baja California, en la que se atribuyó al demandante infringir el artículo 

95, fracción V, del Reglamento de Tránsito y Control Vehicular del Municipio de 

Tijuana, al atribuírsele: “- no respetar luz roja de semáforo.”. 
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La Sala de conocimiento declaró la nulidad del acto impugnado, por 

considerar que no existe motivación suficiente en cuanto a la conducta atribuida al 

demandante. 
 

Inconforme con la anterior determinación, la autoridad demandada acudió 

ante esta instancia revisora, y formuló los agravios que en el presente fallo serán 

materia de análisis y resolución. 

 

QUINTO.- Estudio. Se tienen por reproducidos en el presente considerando 

los argumentos de agravio hechos valer por la parte recurrente, sin que sea 

necesario transcribirlos, toda vez que la Ley del Tribunal no establece tal exigencia. 

 

Estudio del único agravio. 

 

"Concepto del agravio.- El acto impugnado carece de características de un acto 
administrativo definitivo, requisito necesario para la procedencia del juicio contencioso 
administrativo. 

 
Esto en razón de que la definitividad para efectos del juicio contencioso 

administrativo, además de ponderar la atacabilidad de la resolución administrativa a 
través de recursos ordinarios con en sede administrativa, necesariamente debe 
considerar la naturaleza de tal resolución, la cual debe de consistir en el producto final 
de la manifestación de la autoridad administrativa 

 
Dicho producto final o última voluntad, suele expresarse de dos formas: 
 
a) Como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento. 
 
b) Como manifestación aislada que por su naturaleza y características no requiere 

procedimientos que le anteceden para poder reflejar la última voluntad o voluntad 
definitiva de la administración pública. 

 
Así pues, tratándose de resoluciones definitivas que culminan un procedimiento 

administrativo, las fases de dicho procedimiento o actos de naturaleza inter procesal 
no podrán considerarse "resoluciones definitivas". en obvio que éste sólo puede serlo, 
generalmente el fallo con el que culmine dicho procedimiento, excluyéndose a las 
actuaciones instrumentales que conforman el procedimiento administrativo, 
entendido tal como el conjunto de actos realizados conforme a determinadas normas 
que tienen unidad entre sí y buscan una finalidad, que para este caso es precisamente 
la producción de la resolución administrativa definitiva dentro del procedimiento 
administrativo de separación, cuyo objetivo consiste, a su vez, en crear efectos 
jurídicos. 

 
Ahora bien, para una mejor interpretación me permito definir "el acto definitivo" 

como aquel que resuelve el fondo del problema planteado por la necesidad 
administrativa o la petición particular, y produce efecto externo creando una relación 
entre la administración y las demás cosas o personas. Su nota fundamental está en 
su autonomía funcional, que le permite producir derechos y obligaciones y lesionar o 
favorecer por sí mismo al particular" 

... 
Siendo así que, en realidad no existe un razonamiento de la A Quo, direccionado 

a discernir que efectivamente la boleta de infracción controvertida que la actora 
pretende impugnar ES UN ACTO DEFINITIVO COMBATIBLE EN EL PRESENTE 
JUICIO, de hecho no fue analizada la boleta de infracción, toda vez que la misma, 
por una parte, atento a lo dispuesto en el numeral 5, fracción VI del Reglamento de 
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Tránsito y Control Vehicular del Municipio de Tijuana, Baja California, se establece y 
faculta como autoridad calificadora, a la Dirección de Justicia Municipal, a través del 
Cuerpo de Jueces Municipales, y en ese sentido, de la revisión de la boleta de 
infracción que obra en autos, se advierte con claridad que dicha autoridad calificadora 
no tuvo participación alguna, es decir, se encuentra ausente de sanción alguna a 
cargo de la parte actora, razón por la cual no se agota el principio de definitividad, 
adicionando que no existe lesión a su esfera jurídica, ni de derecho personal de la 
parte actora, puesto que no le impone carga alguna al infractor, permitiéndome al 
efecto por una parte la transcripción de los numerales invocados, así como del criterio 
que se solicita tomar en consideración para revocar la sentencia que se recurre, y 
decretar el respectivo sobreseimiento." 

 

El agravio en reseña es infundado, conforme las consideraciones y 

fundamentos que se exponen a continuación. 

 

No obstante que las causales de improcedencia y sobreseimiento hechas 

valer por la recurrente son novedosas, por no haberse planteado ante la Sala a quo, 

se procede a su análisis, atendiendo a que la procedencia del juicio constituye una 

cuestión de orden público. 

 

Ahora bien, debe decirse que el agravio que nos ocupa es infundado, en 

razón de que contrario a lo que sostiene la recurrente, la boleta de infracción 

impugnada sí constituye un acto administrativo definitivo para efectos de la 

procedencia del juicio contencioso administrativo, sin que para tener ese carácter 

sea necesario que contenga calificación alguna del Juez Municipal. Se explica. 

 

Aun cuando la boleta en cuestión no contiene mención del monto de la multa 

aplicable a la parte actora, desde el momento de su emisión contiene la voluntad 

concluyente del Agente de la Dirección General de Policía y Tránsito Municipal 

respecto los hechos atribuidos y los preceptos considerados violentados; autoridad 

que es precisamente la competente para inspeccionar y vigilar el cumplimiento del 

Reglamento en cita, así como para aplicar las sanciones correspondientes, en 

términos del artículo 7 del Reglamento de Tránsito y Control Vehicular del Municipio 

de Tijuana, de subsecuente inserción. 

 

“ARTÍCULO 7.- Autoridad inspectora. - Corresponde a la Dirección, por conducto 
de sus agentes e inspectores viales, la inspección y vigilancia del cumplimiento de 
las disposiciones del presente Reglamento por parte de conductores y peatones, 
así como la aplicación de las sanciones correspondientes, sin perjuicio de los 
recursos que resuelva la autoridad competente. Las mismas atribuciones las tendrá 
el personal operativo de la Dirección Municipal de Transporte.  

 
Los agentes únicamente podrán detener la marcha de un vehículo cuando su 

conductor haya violado de manera flagrante alguna de las disposiciones del 
presente Reglamento, y/o como resultado de las acciones de inspección y 
verificación de los conductores, conforme a lo previsto por el artículo 102 QUATER 
del presente Reglamento.  

 
En consecuencia, la sola revisión de documentos no será motivo para detener 

el tránsito de un vehículo.” 

 

Además, el artículo 106 del Reglamento de Tránsito y Control Vehicular del 

Municipio de Tijuana, que prevé los requisitos que deben contener las boletas de 
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infracción, particularmente en su párrafo penúltimo establece que el pago de la 

multa deberá realizarse en la Recaudación Municipal o en sus recaudaciones 

auxiliares, en cualquier centro autorizado para este fin, o con el agente de Tránsito 

que impuso la infracción, en caso de que cuente con el equipo electrónico portátil, 

lo que evidencia que la boleta de infracción, desde el momento de su emisión, 

conlleva la imposición de sanción económica, en términos del diverso numeral 116 

del mismo ordenamiento, al prever la posibilidad de que se pague la multa 

correspondiente en el acto de la elaboración de la boleta. 

 

Para mayor claridad se reproducen los preceptos antes mencionados. 

 

“ARTÍCULO 106.- Boleta de infracción.- Las infracciones se harán constar en los 
formatos impresos y foliados o a través del equipo electrónico portátil, autorizados 
para tal fin, en los tantos que señale la autoridad normativa competente, las cuales 
deberán contener los siguientes datos:  

 
I.- Nombre y domicilio del infractor; 
II. Número y tipo de licencia para manejar del infractor, así como la entidad 

que la expidió;  
III. Placa de matrícula del vehículo, el uso a que está dedicado y entidad o país 

en que se expidió;  
IV. Actos y hechos constitutivos de la infracción, así como el lugar, fecha y hora 

en que se haya cometido;  
V. Motivación y fundamentación;  
VI. Nombre, número oficial y firma del agente de tránsito que levante el acta 

de infracción y en su caso número económico de la grúa y patrulla.  
 
Es obligación de los agentes, cumplir con el procedimiento de intervención 

fijado el artículo 105 del presente ordenamiento al momento de abordar a un 
conductor.  

 
El pago de la multa deberá realizarse en la Recaudación Municipal o en sus 

recaudaciones auxiliares; en cualquier centro autorizado para este fin, incluyendo 
medios electrónicos de pago con cargo a tarjetas de crédito o débito, o con el 
agente de Tránsito que impuso la infracción en caso de que cuente con 
el equipo electrónico portátil.  

 
Los recordatorios que envíe a domicilio la Tesorería Municipal, relativo al pago 

de multas, deberán contener los datos que permitan identificar plenamente la 
infracción.” 

 
“ARTÍCULO 116.- Sanciones a las infracciones subjetivas.- Las infracciones 

subjetivas serán sancionadas, de acuerdo con la falta cometida, con el 
pago de multa correspondiente al importe del tabulador y a criterio del 
Juez o de la Jueza Municipal, de una a cinco veces el valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización tratándose de infracciones leves, de seis a diez para las 
infracciones medias y de once a quince veces, para las infracciones graves.  

 

El pago de las multas impuestas como sanción por la comisión de 
infracciones subjetivas deberá efectuarse en la Tesorería Municipal o en sus 
Recaudaciones auxiliares en cualquier centro autorizado para este fin, incluyendo 
medios electrónicos de pago con cargo a tarjetas de crédito o débito, o con el 
agente de Tránsito que impuso la infracción en caso de que cuente con 
el equipo electrónico portátil.  
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En el caso de vehículos con placas extranjeras o de otro Estado de la República, 
el pago de la multa impuesta como sanción por la comisión de la infracción 
subjetiva deberá efectuarse en forma inmediata.  

 

Con excepción de las infracciones especiales a que se refiere el artículo 119, el 
pago de las infracciones leves, medias, graves y especiales podrán permutarse por 
trabajos a favor de la comunidad los cuales podrán ser:  

 

a) Barrido de calles  
b) Arreglo de parques, jardines y camellones;  
c) Reparación de escuelas y centros comunitarios;  
d) Mantenimiento de puentes, monumentos y edificios públicos;  
e) Actividades de apoyo dentro de la Estancia Municipal de Infractores, y  
f) Las demás que determine el Presidente Municipal o la Presidente Municipal.  
 

Cuando el ciudadano o la ciudadana decida permutar la infracción por trabajo 
a favor de la comunidad, se fijará como sanción en jornadas de trabajo, la décima 
parte de la sanción que en número de Unidades de Medida y Actualización 
establezca la infracción cometida.” 

 

Apoya lo anterior la jurisprudencia 20/2011 de este Pleno, de rubro y texto 

siguientes. 

 

BOLETA DE INFRACCION EN BASE AL REGLAMENTO DE TRANSITO DEL 
MUNICIPIO DE ENSENADA, BAJA CALIFORNIA. ES UN ACTO DEFINITIVO 
PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. El 
artículo 22 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado 
establece que son definitivos los actos o resoluciones que no puedan ser revocados 
o modificados, sino mediante recurso administrativo o medio de defensa previsto 
por la ley que rija el acto, o bien en el proceso contencioso administrativo.  De lo 
anterior se infiere que, para efectos del juicio contencioso administrativo, el acto 
definitivo es aquél que constituye la última voluntad o voluntad concluyente de la 
autoridad porque sólo puede ser modificado o revocado mediante recurso 
administrativo o juicio.  Ahora bien, conforme lo dispuesto por el artículo 37 del 
Reglamento de Tránsito  del Municipio de Ensenada, Baja California, la boleta de 
infracción lleva implícita la imposición de una sanción desde el momento en que 
se emite, sin que requiera de un acto de autoridad posterior para que la imposición 
de la sanción surta efectos y dicha imposición sólo puede ser modificada o 
revocada mediante el recurso administrativo previsto en el citado reglamento.  De 
lo anterior se concluye que la boleta de infracción es un acto definitivo para los 
efectos del juicio contencioso administrativo debido a que constituye la voluntad 
concluyente de la autoridad, en cuanto a la imposición de la sanción a cargo del 
infractor. 

 

Asimismo, la jurisprudencia XVI.1o.A.T. J/5 con registro 170123 del Primer 

Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto 

Circuito, consultable en la página 1494 del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta correspondiente a marzo de dos mil ocho, tomo XXVII, de subsecuente 

inserción. 

 

BOLETAS DE INFRACCIÓN EMITIDAS POR VIOLACIÓN AL REGLAMENTO 
SOBRE EL PESO, DIMENSIONES Y CAPACIDAD DE LOS VEHÍCULOS DE 
AUTOTRANSPORTE QUE TRANSITAN EN LOS CAMINOS Y PUENTES DE 
JURISDICCIÓN FEDERAL. SE CONSIDERAN RESOLUCIONES 
DEFINITIVAS PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
NULIDAD (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 6 DE DICIEMBRE DE 2007). 
Conforme a los artículos 11, fracción III y segundo párrafo, de la Ley Orgánica del 
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Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, vigente hasta el 6 de diciembre 
de 2007, y 197 del Reglamento de Tránsito en Carreteras Federales, el juicio 
contencioso administrativo procede contra las boletas de infracción que un servidor 
público designado o comisionado por la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes emite por violación al Reglamento sobre el Peso, Dimensiones y 
Capacidad de los Vehículos de Autotransporte que Transitan en los Caminos y 
Puentes de Jurisdicción Federal. Lo anterior es así, porque el segundo de los 
preceptos mencionados dispone que se entregará al particular el original y una 
copia de aquéllas, el primero para sustituir temporalmente al documento que 
hubiere sido recogido en garantía y la segunda como citatorio para que el 
interesado se presente ante la oficina correspondiente, ya sea para la calificación 
de la infracción, o para pagar la multa, lo que implica el reconocimiento de que la 
aludida boleta impone una sanción económica que debe pagarse. Incluso, en la 
hipótesis de que faltare la calificación de la infracción por parte de otra autoridad, 
ésta partirá del supuesto de que el hecho atribuido al gobernado es cierto y, por 
ende, se limitará a individualizar la sanción; ya que la veracidad de éste no 
depende de la calificación que se realice. Además, el propio artículo 197, cuarto 
párrafo, destaca que el particular podrá impugnar la infracción y que el plazo para 
interponer el medio de defensa inicia a partir de que se entrega la referida boleta, 
con lo que se reconoce que es recurrible y ello la ubica como una resolución 
definitiva para efectos de la procedencia del juicio de nulidad, porque además de 
que la interposición de ese medio de defensa es optativa, por la inclusión del 
vocablo "podrán", que lleva a la idea de una disposición potestativa y no 
obligatoria, para asentar el hecho atribuido al imputado infractor no media un 
procedimiento concreto, ni requiere de una posterior convalidación para producir 
esa definitividad. 

 

De igual forma, la tesis IV.2o.A.231 A con registro 169262 del Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, consultable en la 

página 1750 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta correspondiente a 

julio de dos mil ocho, tomo XXVIII, que se reproduce a continuación. 

 

MULTAS POR VIOLACIÓN AL REGLAMENTO DE TRÁNSITO EN 
CARRETERAS FEDERALES. SU CALIFICACIÓN PREVIA NO ES REQUISITO 
PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE NULIDAD. El artículo 197 del 
Reglamento de Tránsito en Carreteras Federales establece en su segundo párrafo 
que la copia de la boleta de infracción impuesta por la autoridad federal de tránsito 
se le entregará al infractor para que se presente a la oficina que deba hacer la 
calificación, o bien, para el pago de la multa correspondiente. En esa tesitura, aun 
cuando esta porción normativa podría sugerir que es necesaria la calificación de la 
infracción como condición para impugnarla a través del juicio de nulidad, lo cierto 
es que la conjunción disyuntiva "o" hace concluir que dicha calificación no es un 
requisito previo para la definitividad de la multa a efecto de adquirir el carácter de 
impugnable en la vía contenciosa administrativa. Lo anterior es así, porque el citado 
precepto en el párrafo en comento prevé que la entrega de la copia de la boleta de 
infracción es también para el pago de la multa correspondiente, aunado a que en 
su tercer párrafo contempla que si no se paga dentro del plazo de treinta días hábiles 
contados a partir de la infracción, se consignará para su cobro a la tesorería estatal 
o a la del otrora Departamento del Distrito Federal, lo que además se corrobora con 
el hecho de que en el cuarto párrafo establece a favor de los infractores el derecho 
a recurrir las multas dentro del plazo de quince días hábiles contados a partir del día 
siguiente en que se le entregó la boleta de infracción. Por tanto, de la correcta 
interpretación del citado precepto se concluye que la calificación de las multas por 
violación al Reglamento de Tránsito en Carreteras Federales no es un requisito para 
la procedencia del juicio de nulidad, dado que la boleta constituye una manifestación 
aislada que por su naturaleza y características no requiere de un procedimiento que 
le anteceda para reflejar la voluntad definitiva de la administración pública, porque 
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desde que se impone es obligatorio el pago para el infractor y desde entonces tiene 
el derecho de impugnarla. 

 

En las relatadas condiciones, al resultar infundado el agravio hecho valer, lo 

procedente es confirmar la sentencia dictada por la Tercera Sala de este Tribunal el 

dos de abril de dos mil diecinueve en el juicio en que se actúa. 

 

Por lo expuesto y fundado, así como con apoyo en lo dispuesto en el artículo 

94 de la Ley del Tribunal, es de resolver y se... 

 

R E S U E L V E: 

 

ÚNICO.- Se confirma la sentencia dictada por la Tercera Sala de este 

Tribunal el dos de abril de dos mil diecinueve, materia de la presente revisión. 

 

NOTIFÍQUESE, personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad 

demandada. 

 

Así lo resolvió el Pleno del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, por unanimidad de votos de los Magistrados Carlos Rodolfo Montero 

Vázquez, Alberto Loaiza Martínez y Guillermo Moreno Sada, siendo ponente el último 

de los mencionados, mismos que firman ante la presencia de la Secretaria General 

de Acuerdos, Claudia Carolina Gómez Torres, quien da fe. 
GMS/repp. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Recurso de revisión 

Expediente 217/2018 T.S. 

 

9 

 

 

 

C-E-R-T-I-F-I-C-A-C-I-O-N 

La suscrita Licenciada Claudia Carolina Gómez Torres, Secretaria General 

de Acuerdos del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, 

hace constar: Que lo transcrito con anterioridad corresponde a una versión 

pública de resolución de Segunda Instancia dictada en el expediente 

217/2018 T.S., en la que se suprimieron datos que se han clasificado como 

confidenciales, cubriendo el espacio correspondiente, insertando diez 

asteriscos, versión que va en ocho útiles. --------------------------------------------------

------------------------------Lo anterior con fundamento en lo establecido por los 

artículos 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 55 del Reglamento 

en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección 

de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California. Lo que se hace constar para los efectos legales a que haya lugar, 

en la ciudad de Mexicali, Baja California, a los cinco días de julio de dos mil 

veintiuno. ------------------------------------------------------ 

 

 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


